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Con el debido respeto me permito manifestar que ACLARO VOTO en relación con la decisión tomada mayoritariamente por la Sala, en el asunto de la referencia, mediante la cual se revocó el fallo de tutela de primera instancia que concedió la acción de tutela interpuesta por el ciudadano ANTONIO JOSÉ PATIÑO ASCENCIO y Otros, para en su lugar, negar el amparo de los derechos fundamentales aducidos por los accionantes,

Lo anterior, al considerar acertada la ponencia del H. Magistrado PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO, en el sentido de haberse estudiado de fondo la presunta vulneración de los derechos políticos de los accionantes y no de los derechos al debido proceso y de defensa del señor Alcalde Mayor de Bogotá GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO, en razón a que éste, a través de su apoderado judicial impetró acción de amparo ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, donde actualmente se surte dicho trámite tutelar.

Asimismo, advierto acertado el examen efectuado en la sentencia aprobada, en tanto se realizó pronunciamiento sobre la supuesta trasgresión de los derechos políticos de los petentes de amparo por la sanción de destitución e inhabilidad general por el término de 15 años, impuesta por la Procuraduría General de la Nación, al señor Alcalde Mayor de Bogotá, pues en relación a otros posibles derechos de los actores, estos podrían ser objeto de protección a través de otros medios o instrumentos judiciales.

Pero como en el presente caso, la acción va dirigida a la protección de derechos políticos, tales como el del sufragio, el de ser elegido, el de desempeñar cargos públicos, era conveniente hacer alusión a cada uno de ellos, como justamente se efectuó en la providencia aprobada.

Al punto, la Corte Constitucional en la sentencia T-1005 de 2006. Magistrada Ponente doctora Clara Inés Vargas Hernández, enunció:

“5.1. A partir de los artículos 40 y 85 de la Constitución Política, se reconoce el derecho a participar en el ejercicio y control del poder político como fundamental y de aplicación inmediata. Al respecto, la jurisprudencia de esta Corte ha destacado la importancia de tales características en el contexto normativo constitucional, dado el desarrollo que permiten alcanzar, no sólo en el patrimonio jurídico - político de los ciudadanos, sino también en la estructura filosófico - política del Estado, al hacer efectivo el principio constitucional de la participación ciudadana (C.P., art. 1°)16:

"(...) 
es indiscutible que la participación es un elemento de importancia estructural para el ordenamiento constitucional colombiano; tanto así que, de conformidad con el Preámbulo y los artículos 1 y 2 de la Carta, es uno de los principios fundantes del Estado y, simultáneamente, uno de los fines esenciales hacia los cuales se debe orientar su actividad." 17
La participación política "constituye garantía básica para lograr amplios espacios de legitimación democrática"18 y, además, que su ejercicio se convierte en una manifestación de la libertad individual de los ciudadanos, orientada a la intervención en la dirección de la comunidad política de la cual forman parte19”.. 
De la misma manera, considero ajustada la determinación de no haberse analizado en este evento la presunta vulneración del derecho al debido proceso de los accionantes, en razón a que efectivamente éstos no ostentan la condición de sujetos procesales, por cuanto, no fueron parte en el proceso disciplinario adelantado por la Procuraduría General de la Nación al señor Alcalde Mayor de Bogotá, pues al no haber sido objeto de investigación en este caso disciplinaria, mal podían verse afectados en su derecho al debido proceso, por una presunta irregularidad al interior de la actuación disciplinaria.

En este orden de ideas, indiscutible es concluir que los aquí petentes de amparo constitucional al no intervenir en el aludido proceso, no son objeto de vulneración del referido derecho fundamental, teniendo en cuenta que una de las principales garantías del mencionado debido proceso es precisamente el derecho a la defensa reconocido a toda persona en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa y como quiera que los aquí actores no intervinieron en dicho proceso, no son titulares del mismo.

De otra parte, estimo bien denegada la petición de pruebas deprecada por el doctor JORGE IVÁN ACUÑA ARRIETA apoderado judicial en este trámite tutelar del señor Alcalde PETRO URREGO, referente a escuchar en declaración a los señores MANUEL SÁNCHEZ, EMILIOS TAPIAS, PABLO JULIO CRUZ OCAMPO, CRISTIAN ALBERTO MUÑOZ, JAIRO MIGUEL VELASCO CAÑIZARES, VÍCTOR ALFONSO CARO CUERVO y DIEGO FERNANDO ROJAS PINEDA, pues de haberse accedido a dicha solicitud, el profesional del derecho podría eventualmente haber incurrido en temeridad, en el entendido que no es viable pretender al interior de varias acciones de tutela promover la práctica de pruebas, cuando las mismas ya se adelantaron en el trámite de otra acción de amparo, específicamente en la tutela promovida directamente por el señor GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO a través del doctor JULIO CÉSAR ORTIZ.

Finalmente, debo precisar que expuse mi impedimento para conocer de la acción de tutela de la referencia, aduciendo que en primer lugar un hijo extramatrimonial de mi cónyuge estaba vinculado laboralmente a la Procuraduría General de la Nación y en segundo lugar porque el apoderado judicial del señor GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO, es el Conjuez del proceso que adelantó por demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA – SALA ADMINISTRATIVA- DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, dentro del radicado No. 250002342000201301167-00, cuya pretensión principal consiste en la solicitud de nivelación salarial de acuerdo al salario percibido por los Magistrados de Altas Cortes y extensivo a lo que reciben los Congresistas para el pago de la prima especial de servicios, durante el tiempo en el que fungí como Magistrada auxiliar de esta Corporación , el cual me fue negado, razón por la cual en cumplimiento de mi deber participé en el estudio del proyecto de la referencia
De los Señores Magistrados, en los anteriores términos dejó planteada mi aclaración de voto.
Atentamente,

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ

Magistrada 
